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PRIMERA SALA UNITARIA 
JUICIO ADMINISTRATIVO: 4112/2023 
ACTOR RECURRENTE:                     ***                           1 
MAGISTRADO PONENTE: AVELINO BRAVO CACHO  
SECRETARIO PROYECTISTA: JOSÉ PEDRO 
BAUTISTA GONZÁLEZ 
 
GUADALAJARA, JALISCO, A ONCE DE ENERO DE 
DOS MIL VEINTITRÉS. 

 
VISTOS los autos para resolver el recurso de reclamación interpuesto por la parte 
actora en contra del acuerdo del cuatro de septiembre de dos mil veintitrés, dictado 
por la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, en el expediente 4112/2023, y de 
acuerdo con los siguientes: 

 
ANTECEDENTES 

 
1. La parte actora presentó demanda en la que impugnó diversas resoluciones 
administrativas contenidas en las cédulas de notificación de infracción en materia 
de movilidad. La Sala Unitaria hizo efectivo el apercibimiento que le realizó a la 
actora y desechó la demanda toda vez que estimó que el actor no cumplimentó el 
requerimiento para que acreditara su interés jurídico en tanto que de los 
documentos adjuntos no se desprende su vinculación con el número de las placas 
de circulación relacionadas con los actos impugnados. Inconforme con esa 
determinación, el demandante interpuso el presente recurso de reclamación. 
 
2. Por oficio 9654/2022 del Secretario General de este Tribunal, se remitió este 
recurso de reclamación a la Primera Ponencia, bajo la titularidad del Magistrado 
Avelino Bravo Cacho, para que elaborara el proyecto de resolución 
correspondiente. 
 

I. COMPETENCIA 
 
3. Esta Sala Superior es competente para conocer del recurso de reclamación en 
términos de lo dispuesto por el artículo 8 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal 
de Justicia Administrativa, 89, fracción I, y 93 de la Ley de Justicia Administrativa, 
todos del estado de Jalisco, pues dicho recurso se endereza contra un acuerdo de 
sala unitaria que desechó la demanda. 
 

II. LEGITIMACIÓN Y OPORTUNIDAD 
 
4. El recurso de reclamación es presentado por parte legitimada pues lo interpuso 
el mismo actor, además que fue presentado oportunamente en la Oficialía de Partes 
de este Tribunal, antes del plazo de cinco días hábiles dispuesto en el artículo 90 de 
la Ley de Justicia Administrativa del estado de Jalisco. 
 

III. PROCEDENCIA 
 
5. Esta Sala Superior no advierte que en la especie se actualice en forma indudable 
y manifiesta alguna causa de desechamiento del recurso, por lo que se estima 
procedente el mismo, pues como se informó con antelación, este fue presentado 
por parte legitimada, en contra de un acuerdo por el que se desechó la demanda, 
dictada aquella por una sala unitaria de este Tribunal, además de haberse 
presentado oportunamente en el plazo previsto para recurrir esa determinación. 
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IV. MATERIA DEL RECURSO 
 
6. De los agravios expuestos por el actor en su escrito de reclamación se advierte 
esencialmente que su causa de pedir consiste en que el acuerdo dictado por la sala 
unitaria es ilegal pues sí acreditó su legitimación activa, lo que le reconoció la 
demandada en el documento adjunto a la demanda, por lo que resulta contrario a 
derecho ante la manifestación del actor en el sentido de que desconoce los actos 
impugnados, por lo cual el desechamiento vulnera la nueva regulación en materia 
de derechos humanos al realizar una interpretación y aplicación del artículo 36 de 
la Ley de Justicia Administrativa y le impide el acceso a la justicia. 
 
7. Los agravios, en cuanto a su causa de pedir antes sintetizada, son esencialmente 
fundados. 
 
8. En el acuerdo recurrido, la Primera Sala Unitaria resolvió desechar la demanda 
toda vez que de los documentos adjuntos a la demanda «no se desprende número 
de placa, por lo que conforme a lo previsto en los artículos 4, 36 fracción II, así como 
el numeral 37 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, es de desecharse y SE 
DESECHA la demanda de nulidad interpuesta por el promovente». 
 
9. De lo anterior, se advierte que el acuerdo impugnado, contiene una incorrecta 
interpretación del artículo 36, fracción II, segundo, tercer y cuarto párrafo de la Ley 
de Justicia Administrativa, pues valora las pruebas documentales exhibidas por el 
promovente, aduciendo que omite acompañar el documento idóneo para acreditar 
su legitimación activa, sin embargo, de la impresión del resultado de la consulta al 
Registro Público Vehicular proporcionado por el Secretario Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública se advierte el número de placa      ***     2, relativo al 
vehículo con número de identificación vehicular                   ***                    3, lo cual 
se relaciona con la información contenida en la impresión de adeudo vehicular 
relativa al vehículo con placas     ***      4, así como con la copia simple de la factura 
digital fiscal a favor del actor por la adquisición del vehículo de referencia, en la que 
se precisa el mismo número de identificación vehicular           ***                  5 
 
10. En este sentido, contrario a lo aducido en el auto reclamado, lo cierto es que, 
presuntivamente, en esta etapa del procedimiento, debe estimarse colmado el 
requisito que establece el artículo 36, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa, 
en relación con la legitimación activa del promovente, cuestión que deberá 
analizarse a profundidad en la sentencia definitiva que llegue a dictarse en términos 
de lo dispuesto por el artículo 73 de la Ley de Justicia Administrativa, o bien, en el 
incidente de falta de personalidad que pudiera, en su caso, llegar a promoverse por 
las demandadas.  
 
11. Así toda vez que la actora manifiesta desconocer los actos impugnados, y 
además señala que es propietario del vehículo sobre el cual resulta existe una 
posible afectación por las resoluciones impugnadas, exhibiendo copia simple de la 
factura del vehículo, de la impresión del adeudo vehicular y del resultado de la 
consulta al Registro Público Vehicular proporcionado por el Secretario Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, ello resulta suficiente para tener por 
indiciariamente acreditada en esta etapa su legitimación activa para la presentación 
de la demanda, por lo que lo procedente es admitirla pues tal condición se ajusta a 
lo señalado en el artículo 38 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa, lo que 
encuentra respaldo en la jurisprudencia 2a./J. 196/2010, de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos título, subtítulo y cuyas 
consideraciones interpretativas son del tenor siguiente: 
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«JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO EL ACTOR NIEGA 
CONOCER EL ACTO IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA 
DEMANDA DEBE EXHIBIR EL DOCUMENTO ORIGINAL O, EN SU CASO, 
COPIA CERTIFICADA. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 209/2007, de rubro: "JUICIO DE 
NULIDAD. SI EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO ADMINISTRATIVO 
IMPUGNADO, LA AUTORIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA DEBE 
EXHIBIR CONSTANCIA DE ÉSTE Y DE SU NOTIFICACIÓN.", sostuvo que 
del artículo 209 bis, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2005 (cuyo contenido sustancial reproduce 
el artículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo), se advierte que la autoridad al contestar la demanda, en 
caso de que el actor manifieste desconocer la resolución que determina 
un crédito fiscal, ya sea porque aduzca que le fue notificado 
incorrectamente o simplemente que no se le dio a conocer, la autoridad 
debe exhibir constancia del acto y su notificación. De lo que se sigue que 
el término "constancia" a que se refiere dicho precepto debe entenderse 
como el documento original o en copia certificada, que reúna los 
elementos necesarios para que el actor lo conozca como fue emitido, con 
el fin de que pueda impugnarlo, resultando insuficiente que la autoridad 
exhiba la reimpresión o copia simple del acto impugnado, dado que estos 
documentos no cumplen con todos los requisitos de un acto 
administrativo. Cabe destacar que el cumplimiento del requisito indicado 
es independiente a los conceptos de invalidez que el particular haga valer, 
pues lo que se pretende es conocer el contenido del acto en los términos 
de su emisión, para que el actor pueda entablar su defensa.»1 

 
12. Consecuentemente, en términos del artículo 89 de la Ley de Justicia 
Administrativa del estado de Jalisco, lo procedente es revocar el acuerdo recurrido, 
y señalar los términos en que prevalecerá, como se indica a continuación: 

 
«PRIMERA SALA UNITARIA 
EXPEDIENTE 4112/2023 
 
GUADALAJARA, JALISCO, CUATRO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL 
VEINTITRÉS. 
 
Por recibida la demanda presentada el diecisiete de agosto de dos mil 
veintiuno, que suscribe                  ***                                     6, quien comparece 
por su propio derecho, SE ADMITE LA DEMANDA, con fundamento en los 
artículos 1, 35 y 36 de la Ley de Justicia Administrativa, y 4, párrafo 1, fracción 
I, inciso a) e i), y 10 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, 
ambas del estado de Jalisco; consecuentemente: 
 

PRIMERO. ACTOS IMPUGNADOS. Con fundamento en el artículo 35 
fracción II de la Ley de Justicia Administrativa, se tienen como actos 
impugnados, las determinaciones fiscales relativas a los derechos por 
refrendo vehicular correspondiente a los ejercicios fiscales de los años 
dos mil diecinueve, dos mil veinte, dos mil veintiuno, dos mil veintidós, 
y dos mil veintitrés, así como las cédulas de notificación de infracciones, 
multas, recargos y actualizaciones contenidas en la impresión de 

 
1
 Registro: 163102, Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Enero de 2011, 

página: 878. 
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adeudo vehicular emitida por la Secretaría de la Hacienda Pública, 
adjunta a la demanda. 
 
SEGUNDO. AUTORIDADES DEMANDADAS. Con fundamento en los 
artículos 3, fracción II, inciso a), y 35, fracciones II y III, de la Ley de 
Justicia Administrativa, y 5, fracción XXIV, 196, fracción I, y 198, primer 
y segundo párrafos, de la Ley de Movilidad y Transporte ambas leyes 
del estado de Jalisco, se tiene como autoridades demandadas al 
Director General Jurídico de la Secretaría de Transporte, así como al 
Secretario de Seguridad Pública, y el Secretario de la Hacienda Pública, 
todos del Poder Ejecutivo del estado de Jalisco, toda vez la presunción 
legal de que tales autoridades calificaron y aplicaron las sanciones 
administrativas impugnadas, elaboraron las cédulas de notificación de 
infracciones de las que derivaron aquellas y determinaron en cantidad 
líquida los créditos fiscales correspondientes, lo que incluye recargos y 
actualizaciones. 
 
TERCERO. PRUEBAS. Se admiten las pruebas documentales adjuntas a 
la demanda de mérito, por encontrarse ajustadas a derecho y no ser 
contrarias a la moral, las que se tienen por desahogadas dada su propia 
naturaleza y con citación a la contraria, como lo disponen los artículos 
48 y 57 de la Ley de Justicia Administrativa del estado de Jalisco. 
 
Por cuanto se refiere a la presuncional, en su doble aspecto legal y 
humano, se tiene por ofrecida conforme al artículo 57 de la Ley de 
Justicia Administrativa, y su valoración se encontrará sujeta a lo 
dispuesto por los artículos 58 de la Ley de Justicia Administrativa, en 
relación con los artículos 387 a 391, y 414, 415 y 417 del Código de 
Procedimientos Civiles, ambas legislaciones del estado de Jalisco. 
 
CUARTO. EMPLAZAMIENTO A LAS DEMANDADAS. Con fundamento 
en los artículos 12, 36, fracción I, y último párrafo, 42 de la Ley de 
Justicia Administrativa del estado de Jalisco, con reproducciones 
digitales de la demanda, sus documentos adjuntos y del presente 
acuerdo, notifíquese por Boletín Electrónico a las autoridades 
demandadas, previo envío de los avisos de Ley en que se adjunten los 
archivos digitales de las reproducciones referidas, para que dentro del 
plazo de diez días contados a partir del día hábil siguiente al en que 
surta efectos dicha notificación, contesten la demanda en relación con 
el acto impugnado que el accionante le reclama, apercibidas de que en 
caso de no hacerlo así, o su contestación no se refieran a todos los 
hechos, se tendrán como ciertos los que no hubieren sido contestados, 
salvo que, por las pruebas rendidas o por hechos notorios, resulten 
desvirtuados.  
 
QUINTO. DOMICILIO PROCESAL, ABOGADO PATRONO, 
AUTORIZADOS Y NOTIFICACIÓN POR MEDIOS ELECTRÓNICOS. Con 
fundamento en los artículos 7 y 13 de la Ley de Justicia Administrativa 
del estado de Jalisco, se tiene a la parte actora señalando domicilio 
procesal el identificado con el número «   ***    7» de la calle «       ***                
***                8», de la colonia «             ***                                                       9; 
así mismo se le tiene señalando como dirección de correo electrónico 
el siguiente: «                         ***                       10», donde se realizarán los 
avisos previos a las notificaciones a la actora, en los términos previstos 
por el artículo 12 de la Ley; de igual manera se tiene designando como 
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autorizados para recibir notificaciones en los términos del artículo 7 de 
la Ley de Justicia Administrativa a             ***                                          11. 
 
La dirección de correo electrónico proporcionada, así como la 
información que sea objeto de notificación electrónica, al ser 
información clasificada como reservada o confidencial, se mantendrá 
bajo reserva de conformidad con las disposiciones constitucionales y 
legales aplicables. En todos los casos, las direcciones de correo 
electrónico proporcionadas serán clasificadas como información 
confidencial. 
 
SEXTO. ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FUNDAMENTAL, 
RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONSTRUCCIÓN DE UN ESTADO 
DEMOCRÁTICO DE DERECHO. Con fundamento en los artículos 6, 16 
segundo párrafo, 17 y 116 fracciones V y IX de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 70 fracción XXXVI y  73 fracción II de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 5 
fracciones I y III y último párrafo, y 22 fracciones I, IV y VIII de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados; 6, 7 fracciones III, IV, VII y VIII, 91 segundo párrafo y 93 de 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 8º §1 fracción VII 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado 
de Jalisco y sus Municipios, 4º §1 fracciones I y III y §2, y 15 §1 
fracciones I, II, V y VIII de la Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados del estado de Jalisco y sus Municipios; 
y 4 inciso m) de la Ley de Procedimiento Administrativo del estado de 
Jalisco; se hace del conocimiento a las partes que la sentencia que en 
su momento se llegue a dictar, es información pública fundamental, por 
lo que este Tribunal se encuentra obligado a ponerla a disposición del 
público y mantenerla actualizada, a través de las fuentes de acceso 
público al alcance de este órgano constitucional autónomo, por lo que 
se les informa lo anterior para que, en su caso, manifiesten 
expresamente su oposición a la publicación de aquellos datos o 
información que estimen deba reservarse o clasificarse como 
confidencial. 
 

NOTIFÍQUESE.» 
 

V. ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FUNDAMENTAL, 
RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONSTRUCCIÓN  

DE UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO 
 
13. Con fundamento en los artículos 6, 16 segundo párrafo, 17 y 116 fracciones V y 
IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 70, fracción XXXVI, 
y 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; 5 fracciones I y III y último párrafo, y 22 fracciones I, IV y VIII de la Ley General 
de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 6, 7 
fracciones III, IV, VII y VIII, 91 segundo párrafo y 93 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; 8º §1 fracción VII de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del estado de Jalisco y sus Municipios, 4º §1 
fracciones I y III y §2, y 15 §1 fracciones I, II, V y VIII de la Ley de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados del estado de Jalisco y sus 
Municipios; y 4 inciso m) de la Ley de Procedimiento Administrativo del estado de 
Jalisco; se hace del conocimiento a las partes que la presente sentencia es 
información pública fundamental, por lo que este Tribunal se encuentra obligado a 
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ponerla a disposición del público y mantenerla actualizada, a través de las fuentes 
de acceso público al alcance de este órgano constitucional autónomo. 
 

VI. DECISIÓN 
 
14. Por lo expuesto y fundado, la Sala Superior del Tribunal de Justicia 
Administrativa del estado de Jalisco, resuelve: 
 
PRIMERO. Se revoca el acuerdo impugnado, y se dictan los términos en que 
prevalecerá el mismo, como se establece en el párrafo 12 de esta sentencia. 
 
SEGUNDO. Se admite la demanda. 
 
NOTIFÍQUESE.  
 
Así lo resolvió la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 
Jalisco, por unanimidad de votos a favor de los magistrados Avelino Bravo Cacho, 
(Ponente), José Ramón Jiménez Gutiérrez, y Fany Lorena Jiménez Aguirre 
(Presidenta); ante el Secretario General de Acuerdos, Sergio Castañeda Fletes, 
quien autoriza con su firma, con fundamento en el artículo 17, fracción V, de la Ley 
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del estado de Jalisco. 
 
 
 
 
 

MAGISTRADO AVELINO 
BRAVO CACHO 

PONENTE 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN 
JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

 
 
 
 
 

MAGISTRADA FANY LORENA 
JIMÉNEZ AGUIRRE 

PRESIDENTA 
 
 
 

SERGIO CASTAÑEDA FLETES 
SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

JPBG/APCS 



FUNDAMENTO LEGAL
1.- ELIMINADO el nombre de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso
''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

2.- ELIMINADOS los bienes muebles, por ser un dato patrimonial de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso ''a'' y
21.1 fracción I  de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo fracción VI
de los LGPPICR.

3.- ELIMINADOS los bienes muebles, por ser un dato patrimonial de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso ''a'' y
21.1 fracción I  de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo fracción VI
de los LGPPICR.

4.- ELIMINADOS los bienes muebles, por ser un dato patrimonial de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso ''a'' y
21.1 fracción I  de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo fracción VI
de los LGPPICR.

5.- ELIMINADOS los bienes muebles, por ser un dato patrimonial de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso ''a'' y
21.1 fracción I  de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo fracción VI
de los LGPPICR.

6.- ELIMINADO el nombre de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso
''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

7.- ELIMINADO el domicilio de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso
''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

8.- ELIMINADO el domicilio de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso
''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

9.- ELIMINADO el domicilio de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II inciso
''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

10.- ELIMINADO el correo electrónico de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2
fracción II inciso ''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento
Quincuagésimo Octavo fracción I de los LGPPICR.

11.- ELIMINADO el nombre de un particular, por ser un dato identificativo de conformidad con los artículos 3.2 fracción II
inciso ''a'' y 21.1 fracción I de la LTAIPEJM, artículo 3.1 fracción IX de la LPDPPSOEJM y Lineamiento Quincuagésimo Octavo
fracción I de los LGPPICR.

* "LTAIPEJM: Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios.
LPDPPSOEJM: Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados en el Estado de Jalisco y sus
Municipios.
LGPPICR: Lineamientos Genenerales para la Protección  de la Información Confidencial y Reservada que deberán observar
los sujetos obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública  del Estado de Jalisco y sus
Municipios."

Realizada con el programa TEST DATA, Generador de Versiones Públicas, desarrollado por el Gobierno Municipal de
Guadalajara y con la colaboración del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del

Estado de Jalisco.


